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Resumen

La importancia de la garantia de la proteccién judicial y de la jurisdiccién contenciosa administrativa
consiste en proveer al cludadano de mecanismos de acceso a la justicia y hacer efectiva la realizacién
de sus derechos subjetivos, al igual que la legalidad objetiva de la actuacién administrativa. El texto
tiene como objetivo analizar el sistema contencioso-administrativo aleman para ello se sumerge en
los fines, la estructura y su ubicacién en relacién con el poder estatal.
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Abstract

The importance of the guarantee of judicial protection and administrative court is to provide mecha-
nisms for citizen access to justice and enforce the realization of their individual rights as the objective
legality of administrative action. The text aims to analyze the German administrative-law system for
it is immersed in the goals, structure and location in relation to state power.
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La funcién de la proteccién
juridica-administrativa

La funcién central de la jurisdiccién conten-
cioso-administrat’iva es la proteccién juridica
administrativa. Esta se encuentra dirigida a
la proteccién del particular frente a la lesi¢n
juridica subjetiva y, al mismo tiempo, sirve al
aseguramiento de la sumisién de la actuacién
administrativa al derecho objetivo. Aqui nos
ocuparén de manera especifica dos importan-
tes y, a la vez, 4lgidas reas. Por una parte, la
relacién entre el fin objetivo y el fin subjetivo
de la proteccién juridica y, por la otra, la in-
fluencia, que vinculada al control judicial del
Ejecutivo, se verifica para ese mismo fin.

Instrumentos

En efecto, la proteccién juridica administra-
tfva. no esti ni conceptual ni sustancialmente
limitada a la proteccién Juridica judicial, sino
que también existen otros instrumentos, Asf
se pl:le.de alcanzar la legalidad de |a actividati
administrativa, [1] desde el punto de vista de]
pem?nal, a través la formacién calificada de los
funcionarios administrativos, a fin de que éstos
cumplan con el deber de ejecutar sus funcio-
nes de manera justa, imparcial y en beneficio
de la colectividad (pardg. 35, Ley Marco de
los F!{ncit?narios Piblicos, Decisi¢n Tribunal
CoPshmclonal Federal [Bundesverfassungs-
gericht — TCF] 7, 155; 39, 334), (2] En el

ambito procedimental, se puede prescribir un

procedimiento administrativo formal, de val;.
dez general o particular, en ]

i:'ﬁm&mdm del derecho romano hasta
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dentro del Ejecutivo, a fin de vigilar la legali-
dad de la actuacién administrativa: una especie
de superintendencia, un delegado competente
en la totalidad del 4rea administrativa (Om-
budsmann, Representante Piblico, Defensor
del Pueblo) o un delegado especial para areas
particulares, como por ejemplo, la proteccién’
de los datos o del medio ambiente.

A pesar de su funcién general de resguardar el
derecho, estos instrumentos no ofrecen ningu-

na garantia definitiva de que la realizacién de |
éste no sea obstruida, en el caso particular, por §

intereses econémicos, politicos u otros ajenos al
derecho. Por ello, la proteccién juridica admi-
nistrativa significa, en sentido estricto, protec-}

ci6n otorgada por una instancia independiente, 1

mediante decisiones estrictamente ajustadas al
derecho, es decir, la proteccién juridica judicial 1
en asuntos administrativos.

Bvolucion histérica

F.n este sentido se ha desarrollado la proteccién
juridica administrativa en Alemania a partirde
un pasado reciente. Originalmente, fue asumi- }
da sobre la base de una separacién estricta de
poderes bajo la influencia francesa, como una
funcién de autocontrol por la administracién
de si misma. Este control podia ser activado
por el ciudadano, cuando su propia situacién
era afectada por alguna medida administrativa; -
es por ello que los primeros tribunales admi-

nistrativos que surgieron a partir de 1863 -
primero en Baden, luego en Prusia, Baviera |

y ¢l resto de los Territorios alemanes— no eran i

tnbunz.sles como los conocemos en la actuali- i
 dad, sino autoridades administrativas especia- §

ls, flomd” de cierta autonomfa. Este sistema-
‘ha sido el caracterfstico en los ordenamientos

el Conseil d” Etat francés o en el Consejo de
Estado de la Constitucién colombiana.

Por otra parte, la exigencia de asignarle a los
tribunales la proteccién juridica administra-
tiva, que ya habfa sido planteado en el pro-
yecto constitucional de 1849 (parag. 182 de
la lamada Paulskirchen-Verfassung), se pudo
cristalizar, apenas después de la Segunda Gue-
rra Mundial. A pesar de ello, los tribunales
administrativos independientes, creados a par-
tir de 1946, se ubican en la tradicién alema-
na: la proteccién juridica administrativa no se
le transfirié a los tribunales ordinarios, como
lo establece el modelo anglosajén, sino a una
junisdiccién  contencioso-administrativa inde-
pendiente. Ademés, la actividad previa en la
administracién se convirtié6 por mucho tiempo
en un requisito para iniciar una carrera judicial.
Asimismo, los tribunales administrativos no
pertenecian siempre al Ministerio de Justicia,
sino que, en algunos casos, estaban adscritos al
ambito del Ministerio de Relaciones Inteniores,
autoridad competente para la administracién.

La garantia de la via judicial
(art 19, aparte 4° LF)

Este desarrollo de la jurisdiccién contencioso-
administrativa fue culminado con el articulo
19, aparte 4° de la Ley Fundamental del 23
de mayo de 1949 y puesta sobre una base
juridico-constitucional: “Toda persona cuyos
derechos sean vulnerados por el poder piblico,
podr recurrir a la via judicial”.

Esta garantfa, una novedad juridico-constitu-
cional, abre la posibilidad de un amplio control
judicial de la administracién, a fin de proteger
al particular. Por ello, fue celebrada por unos
como culminacién y coronacién del Estado de
derecho, mientras que otros hacian alusién al
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peligro de un desencadenamiento del Tercer
Poder, de lo que resultarfa su supremacia den-

tro de los Poderes Piblicos.

Sentido de la protecciéon

El fin de esta regulacién fue eliminar la “arbi-
trariedad” del Poder Ejecutivo (TCF 10, 264),
que devino de la ausencia del derecho en la
época del nacionalsocialismo, con el objeto de
garantizarles a los ciudadanos, a través de tribu-
nales independientes, proteccién frente a la vul-
neracién del derecho. Por otra parte, el Tribunal
Constitucional Federal restringi la definicién
del Poder Piblico al 4mbito de la administra-
ci6n, al negar una tutela judicial, con fundamen-
to en el art. 19 apart. 4° LF, frente a los actos
del Poder Legislativo (TCF 24, 33; 24, 367),
lo cual generd variadas criticas. Ein cambio, hace
poco el Tribunal Constitucional admitié una tu-
tela limitada frente al Poder Judicial (TCF 107,
395, pero también ya decisisn TCF 70, 35).

Objeto de protecciéon

Objeto de proteccién son los derechos publicos
sujetivos del particular. Estos sélo pueden existir
sobre la base de una norma del derecho objeti-
vo y, por consiguiente, ser vulnerados cuando la
actividad administrativa es objetivamente ilegal.
Aun cuando el tribunal debe venficar la ilegali-
dad de la actuacién, la decisién sobre la existen-
cia de una lesién juridica subjetiva se mantiene
como fin del proceso. Si no estd presente dicha
lesi6n, no se podré intentar ninguna accién con-
tra actos o actiidades de la administracién, aun
cuando éstas sean ilegales en sentido objetivo.

Una accién popular, es decir, aquella que se
intenta sin que exista un interés propio en el
control de la medida administrativa esté, en
principio, excluida, salvo en las contadas ex-




cepciones en materia de derecho ambiental, en
el que se le concede a determinadas organiza-
ciones el derecho de accionar.

Un ejemplo en relacién con la falta de capaci-
dad procesal, fue el caso de la construccién de
una planta de montaje en Hamburgo para el
nuevo Airbus A 380, que debfa ser construido

en el marco de la cooperacién europea. La au-

toridad competente concedi6 el permiso para
la construccién de la mencionada planta en un
4rea de proteccién natural, catalogado como
tinico en Europa. Aun cuando la legalidad no
estaba fuera de dudas, la demanda interpuesta
por una organizacién de proteccién ambiental
fue declarada improcedente, bajo el argumento
de que a la referida organizacién no le habfan
sido vulnerados sus propios derechos. [a deci-
s16n fue tomada sin haber revisado la conformi-
dad de la medida administrativa con la Leyde
Proteccién de la Naturaleza.

La determinacién de la capacidad procesal
en funcién de la existencia y vulneracién de
un derecho piblico subjetivo ha sido puesta
crecientemente en duda, en vista de I presién
ejercida por la evolucién del derecho europeo.
La postura del Tribunal Europeo de Justicia se
encuentra aqui influenciada por la concepcién
francesa, la cual contrasta con la situacién ac-
tual, pero, se corresponde con |a sttuacién de
partida en Alemania. En este &mbito, la pro-
Wn juridica administrativa est§ fuertemente
fm.pregnada de la idea del control juridico ob-
jetivo. De constmnr la demanda del particular,
€N priniera instancia, un impulso para el ejerci-
cio del control, entonces, aparecer un simple
n.xterén subjetivo en ¢l asunto’ como legitima-
cién suficiente para intentar la impugnacién.

cativa su implementacién, sobre todo, en “ac-

ciones de concurrentes”. Por ejemplo, es el caso

del propietario de un establecimiento comercial -

que puede sufnir un detrimento econémico cuan-
do a un concurrente le es permitido ilegalmen-
te mantener su negocio abierto por un periodo
de tiempo més prolongado. Con base en la ley

sobre “Horario de cierre de establecimientos
comerciales”, entonces vigente, el comerciante

afectado, pese a su menoscabo econémico, no

podr4 intentar accién alguna, pues a é no le es
reconocido un derecho subjetivo en la ley corres- -

pondiente, dado que dicha ley protege tinica y

exclusivamente a los trabajadores o empleados

(Decisién Tribunal Administrativo, 65, 167).

Por el contrario, se discute la procedencia de
una accién de concurrentes en materia ecolé-
gica (Proyecto del Cédigo Ambiental, parag.
46). Por ejemplo, con su ayuda, un empresario
puede acudir a un tribunal, a fin de intentar
accién contra la vulneracién de normas am-
bientales (por ejemplo, del derecho de elimi-
. nacién de residuos) por parte de funcionarios
administrativos, cuando de dicha vulneracién
se onginan ventajas econémicas para un con-
currente, que le permitirfan ofrecer sus servi-

<105 en el mercado a menor precio.

Bstructuracion de la
Proteccion juridica-
administrativa

La Organizacién de la Jurisdiccién

Contencioso-Administutiva
La via contencioso-administrativa

es decir, la posibilidad de intentar acciones
ante tribunales independientes. Inicialmente, la
consecucién de dicha garantfa esta dirigida al
Legislador, lo que se materializo con la promul-
gacién de la clausula general para la via con-
tencioso-administrativa (paragrafo 40 Cédigo
Contencioso-Administrativo [CodCA]). En
principio, dicha férmula abarca todos los li-
glos juridicos de naturaleza piblica de rango no
constitucional. Con ello, se abre la competencia
de los tribunales administrativos no sélo en los
casos de lesiones juridicas del particular ocasio-
nadas por la administracién, como lo sefala el
art. 19 aparte 4° de la Ley Fundamental, sino
que también va mas all4 y abarca los litigios de
otra naturaleza, como por ejemplo, entre dos
municipalidades o entre una Universidad y el
Ministerio de Cultura.

Estructura judicial

La jursdiccién contencioso-administrativa es
estructurada de tres instancias. Los tribunales
inferiores son competentes, en principio, para
todos los procedimientos. En el ambito de
cada uno de los Lander fue creado un Tribunal
Superior Administrativo —o bien una Corte de
Justicia Administrativa—; éste decide sobre los
recursos; ademés, en primera instancia, sobre
asuntos de gran relevancia —por ejemplo, la
construccién de un aeropuerto o de una au-
topista—, asi como sobre la validez de deter-
minados preceptos normativos —control de las
normas—. El Tribunal Administrativo Federal
(que corresponde al Consejo de Estado) de-
cde como Corte Suprema de Justicia sobre
los recursos, asi como, entre otras cosas, sobre
litigios contencioso-administrativos entre la Fe-
deracién y los Lander. Nuevamente, en ciertos
casos de gran importancia tiene competencia
para administrar justicia, en primer instancia,

a fin de abreviar la via judicial.
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La composicién de los tribunales es diversa. En
general, rige el principio del tribunal colegiado,
lo cual significa que las decisiones son toma-
das, por lo menos, por tres jueces de carrera, es
decir, profesionales, en la mayoria de los casos
coadyuvados por los jueces ad-honorem. Preci-
samente, al principio colegiado se le atribuye,
en la junsdiccion administrativa, una especial
importancia, pues ofrece, primero, una mayor
garantia de exactitud y transparencia de las de-
cisiones; y, en segundo lugar, una mayor auto-
ridad del tribunal frente a la administracién so-
metida a control. Desde la 6ptica de separacién
de poderes, ambos aspectos son de primordial
importancia para la legitimacién y eficiencia del
control judicial, pues a través de éstos, se pue-
de asegurar, en la medida de lo posible, que
la actividad administrativa sea objetada sélo en
caso de la ilegalidad y que, por otra parte, la
jurisprudencia contencioso-administrativa sea
tomada en consideracién por la administracién
en su actuacién posterior.

Por lo anterior, no est4 desprovisto de proble-
mas el hecho de que el cédigo contencioso-ad-
ministrativo (paragrafo 6) prevea la posibilidad
de que la cimara de un tribunal administrativo
transfiera un proceso a un juez singular, a fin
de acelerar y simplificar los procedimientos.
Esto sélo debe ocurrir en los casos en los que
la situacién juridica no manifieste demasiadas
dificultades y no revista mayor relevancia. En
la actualidad, se deciden aproximadamente el
50% de todos los casos en las instancias infe-
riores por los jueces singulares.

El sistema de la proteccion juridica

Existen tres distintos tipos de procedimientos
que persiguen el objetivo de garantizar la pro-
teccién juridico-administrativa.




Demandas relativas a actos administrativos

El punto de partida es la funcién subordinada
del derecho procesal. En tal sentido, las formas
de la proteccién juridica-administrativa estin
orientadas a la relacién juridica del derecho
material que le sirve de base. Claramente, ésta
se diferencia de las relaciones juridicas entre
particulares, sobre las cuales deciden los tribu-
nales civiles. El derecho administrativo se ca-
racteriza, tipicamente, por la supraordenacién
del Estado frente al particular. De allf se deriva
la competencia de las autoridades administra-
tivas para establecer unilateralmente regulacio-
nes vinculantes. Estas regulaciones soberanas,
llamados actos administrativos (Ley de proce-
dimiento administrativo, parigr. 35), deben
ser acatadas por el destinatario, aun en los
casos en que sean ilegales, desde luego, bajo
reserva de una revisién judicial.

Ademés, el procedimiento contencioso-admi-
qlsuaﬁvo sigue a un procedimiento administra-
tivo previo. Al contrario del proceso cvil, este
proceso no sirve para la consecucién aislada de
una pretensién o de cualquier otro derecho sub-
Jetivo, sino que procura constatar si |a actuacién
de la administracién ~positiva o negativa~ ha
sido ilegal y si los derechos subjetivos del de-
mandante han sido vulnerados, sea mediante
u.na :'ictuacién, por ejemplo, a través de la emi-
si6n ilegal de una liquidacién de Impuestos, o a
traYés de una omisién, como por ejemplo, la ne-
gativa de otorgar un permiso de construccién,

I:?n caso de que exista un gravamen tlegal —por
ejemplo, en la liquidacién de impuestos—, el tri-
bunal procede a anular el acto administrative a
través de una sentencia constitutiva, por la via
de la accién de anulacign (Anfechtungsklage)

P o, 4 o

- eirla solicitud consiste en la posibilidad de que

Plo, ¢l propietario de un inmueble puede alegar

mente omitidos —un permiso de construccién, -
por ejemplo~. El Principio de Divisién de :
Poderes admite en este caso sélo la condena :
de las autoridades, a fin de que emitan el acto |
administrativo omitido por accién obligacional
(Verpflichtungsklage). '

Otras demandas

Junto al tipico actuar de la administracién a

través de los actos administrativos, existen otras

formas de actuacién juridica ptblica, por ejem-
plo, mediante los contratos. También pueden
existir relaciones juridico-piblicas entre titula- -

res de la soberania con base en leyes existen- -
tes, como por ejemplo, entre un municipio y
el Ejército Federal, en relacién con la compe-

tencia en la prevencién de incendios (DBVI, .

1997, p. 954). Para los litigios en este 4mbito
se dispone de la accién de condena o prestacio- -

nal (Allgemeine Leistungsklage) y de la accién
declarativa (Feststellungsklage), en las formas

que generalmente son conocidas en la doctrina

Juridica procesal.

Juicio de control de normas

Una posicién destacada ocupa el control con-
tencioso administrativo de las normas. Dichore-
curso puede ser intentado contra disposiciones
normativas de los Linder de rango inferior a
las, leyes. Este control conecta el control juridico
objetivo con la proteccién juridica subjetiva; su ,f

fin es la verificacién de la legitimidad objetiva en

un llamado “procedimiento de objecién”, que -
ademés de servir a la proteccién del derecho,
se encuentra al servicio de la transparencia y de
la economia procesal, ya que, de esta forma, se
pueden evitar sucesivos procesos sobre la base |
de la misma norma. Es por esto que uno de los

requisitos para que ¢l particular pueda introdu-

Ia norma viole o vulnere sus derechos. Por ejem

qgue un plan de urbanizacién elaborado por una
municipalidad y dictado mediante reglamento,
viola su derecho de propiedad, debido a que el
mencionado plan prevé la construccién de una
calle sobre su inmueble; en este caso, la com-
petencia para decidir recae sobre el Tribunal
Superior Administrativo.

La tutela judicial cautelar

La verdadera defensa juridica debe estar di-
ngida a evitar que realmente se produzcan
lesiones juridicas y no sencillamente a una
compensacién monetaria por la pérdida del
derecho. A esto se debe que el articulo 19,
aparte 4° LF, sea interpretado en los términos
de una garantfa de proteccién juridica efectiva.
Por ejemplo, cuando se prohibe la realizacién
de una asamblea o reunién piblica y, pasado
afio, en vista de la interposicién de un recurso
contra dicha prohibicién, el tribunal determina
que ésta fue ilegal, se observa que bajo estas
circunstancias, el derecho de reunién (un de-
recho fundamental), efectivamente, no pudo
materializarse; la proteccién de este derecho
quedé vacia, vale decir, no fue efectiva.

Por tanto, la tutela juridica efectiva esta vincu-
lada, ante todo, a la proteccién juridica pre-
ventiva. Dicha proteccién debe impedir que se
creen hechos consumados como consecuencia
de procesos que a menudo tienen extensa du-
racién, en algunos casos varios afios, y de esta
manera, se frustre, se haga fracasar, un dere-
cho que en efecto estaba motivado. Por otra
parte, a menudo, el interés general imposibilita
que se suspenda la ejecucién de una decisién
administrativa, hasta tanto su legalidad no esté
definitivamente aclarada en sede judicial, por
ejemplo, en el caso de la existencia de situacio-
nes graves de peligro.

£ PUBLICAN® 2

Estos conflictos de intereses son tomados en
consideracién por el derecho aleméan, para lo
cual se han introducido instrumentos altamen-
te diferenciados, que no pueden ser tratados en
sus particularidades en el marco de esta expo-
sicién (Lorenz, 2003, pp. 123 y ss.). Por ello,
sélo quisiera abordar las dos constelaciones
fundamentales.

En el caso de una demanda contra un acto
administrativo de gravamen (accién de anula-
cién), por ejemplo, en la accién ejercida por una
empresa, contra la cual fue dictada por la auto-
ridad administrativa una prohibicién de arrojar
desechos quimicos a vias fluviales, a fin de evitar
su contaminacién, se aplica por el mandato de
la ley, es decir, en forma automética, el efecto
suspensivo frente al acto administrativo (Cod-
CA, parag. 80). Este efecto significa que, al
menos, provisionalmente, la obediencia de la or-
den administrativa no es imperativa. Sin embar-
20, cuando se trata de proteger a la colectividad,
la autoridad puede excluir el efecto suspensivo.

En caso de conflictos, la decisién recae en el ﬂ

tribunal.

Si el demandante exige una prestacién por
parte de las autoridades, por ejemplo, la asig-
nacién de una plaza de estudio en una uni-
versidad para el semestre venidero, el tribunal
puede emitir una orden provisional (CodCA,
pardg. 123), a fin de impedir la pérdida del
derecho, lo cual, en nuestro ejemplo, corres-
ponderfa a la admisién provisional del deman-
dante en la universidad. En la practica, este
tipo de resoluciones provisionales adquieren
muy a menudo un caricter definitivo; es por
ello que el tribunal est4 obligado a venficar
minuciosamente la situacién juridica, como lo
harfa en el caso de la decisién definitiva de la
demanda. Sélo cuando el examen detallado de
la situacién juridica no es posible por el tiem-




po disponible, el juez puede tomar su decisién
sobre la base de la ponderacién del interés de
proteccién juridica del particular, por una par-
te, y los intereses de la colectividad o de otros
intervinientes, por la otra.

La posicién de la jurisdiccion
contencioso-administrativa en el
sistema de separacion de poderes

La posicién del poder judicial, en general, es
objeto de discusién, sobre todo, en relacién
con la legislacién. La problemética derivada
del sometimiento al derecho, del desarrollo del
derecho y del derecho de creacién judicial, asi
como del contro} incidental de las normas no
constituyen una particularidad de la jurisdic-
cién contencioso-administrativa, por lo cual no
va a ser abordado en esta exposicién. Lo que
aqui sf representa un problema en el marco de
la divisién de poderes es el control que ejercen
los tribunales administrativos sobre la adminis-
tracién. Como tal, dicho control es un compo-
nente del principio de la division de poderes
en la forma establecida en la Constitucién; sin
embargo, su alcance e intensidad constituyen
aspectos controversiales. En este punto tendré
que limitarme a algunas indicaciones generales.

Administracién y jurisdiccién
contencioso—administrativa

La ).urisdiccién contencioso-administrativa ga-
rantiza la proteccién juridica mediante el con-
trol de la legalidad. Asi, no resuelve de forma
autdnoma sobre el fondo o contenido material
de la decisién administrativa, A pesar de ello,
por esta via influye de mane la

esta era forzosa en |
realizacién de las funciones ejecutivas: d:?:;

mMaMdﬁlm obligatorio

pardg. 121), de una manera indirecta, debido
a que la junisprudencia es tomada en cuenta en |
las sucesivas actuaciones de la administracién ;
como un precedente factico. Esta influencia se
hace mas evidente en la medida en que el po- -
der judicial ejerce de una manera mas amplia
su competencia en materia de control.

Aumento de la determinacién legal

Los tribunales han entendido el margen de ac- !

cién del Ejecutivo como un 4rea determinada, °
de manera creciente por normas de derecho,
y por ello, sujeta, en la misma medida, a la
verificacién judicial.

Esto es valido, primero para los presupuestos ‘v

de hecho de la decisién. Con el objeto de ga-
rantizar en forma efectiva la proteccién juridi-
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ca, el tribunal debe indagar de oficio los he- :

chos relevantes. Por ejemplo, cuando se trata
de situaciones de hecho complejas, cuando se
debe determinar el grado de seguridad de una
central nuclear, se producen colisiones entre |

los poderes. En nuestro ejemplo, la evaluacién
del caso se tendrfa que basar en un informe
cientifico que valore la situacién de peligro
fundamentado en pronésticos sobre ¢l posible
desarrollo de la central nuclear en el futuro.
El tribunal no puede juzgar el contenido del

s e RS

prondstico efectuado, quedandole tan sélo la
posibilidad de examinar la exactitud en los as-

pectos metodolégicos.

EI‘I la aplicacién del derecho (segundo término)
existe un control judicial limitado en relacién
con las actuaciones o actos discrecionales. Es-
tos se fundamentan en una libertad de decisién
de la administracién establecida y delimitida en
laley, por lo que estgn sometidas al derecho tan
s6lo en cuanto a los limites de su discrecionalt-
dady, por ' '

Ky

€n estos pardmetros. De esta for
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consiguiente, pueden ser controladas i

ma, el tribunal no puede objetar la alternativa
de actuacién escogida por la administracién,
sino el defecto o error en el ejercicio de la potes-
tad discrecional, como por ejemplo, la violacién
del fundamento legal o del principio de la igual-
dad de trato, la llamada arbitrariedad.

Por otra parte, conceptos juridicos indetermi-
nados —por ejemplo: interés general, fiabilidad
de un comerciante o industrial—, los cuales, de
acuerdo con la doctrina alemana dominante,
estin marcadamente diferenciados de la potes-
tad discrecional, pueden ser venficados judi-
cialmente sin limite alguno. Sélo se reconoce
una excepcién, y es cuando la ley concede
un margen de discrecionalidad a la adminis-
tracién, es decir, se le faculta legalmente para
determinar el contenido del concepto. Una
competencia de este orden, es decir, para de-
cidir administrativamente en tltima instancia
es aceptada, por ejemplo, en las verificaciones
vinculadas a la constatacién de una aptitud.

Igual que para las decisiones administrativas
de caracter discrecional, el tribunal se ve limi-
tado aqui sélo a venificar si los limites juridicos
fueron observados; sin embargo, dichos limi-
tes juridicos han sido establecidos en términos
bastante amplios por el Tribunal Constitucio-
nal Federal (TCF 83, 130; 84, 34; 84, 59;
decisién  Tribunal Administrativo Federal
129, 47, divergente de 94, 307). Lo anterior
no significa que estos ambitos que escapan del
control judicial no estén sujetos al derecho. La
administracién, informada por los postulados
de Estado de derecho, siempre queda someti-
da a las leyes y al derecho. No obstante, la pro-
teccién juridica es limitada a los instrumentos
no judiciales antes mencionados, en particular,
al cumplimiento de un procedimiento determi-
nado y a la vigilancia a través de los propios
érganos de control.
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Ampliacion de la legitimacion para recurrir

Para comprender la influencia creciente de la
jurisprudencia, es preciso agregar la ampliacién
de la legitimacién para recurrir. Como ya fue
mencionado, para accesar a la junisdiccién con-
tencioso-administrativa, el demandante debe
alegar la lesién de un derecho subjetivo y no un
simple interés. Para ello, es suficiente la exis-
tencia de perjuicios indirectos y exclusivamente
facticos, atin cuando éste no manifieste mayor
intensidad. Ejemplo de ello, es el caso de un
agricultor que intenta una accién contra una
planificacién vial, pues, en el caso de su reali-
zacion, el agricultor sera afectado al verse obli-
gado a hacer un desvio para arribar a los terre-
nos de su propiedad. En este contexto se ubica
igualmente el derecho de accionar del llamado
tercero afectado, es decir, de aquellos que, sin
ser destinatarios de la medida son alcanzados
por sus efectos. Como ejemplo, se podrfa men-
cionar el caso, ya ilustrado, del competidor o el
caso de una secta que se opone a que el Estado
apoye financieramente a una organizacién pri-

vada cuya labor fundamental es la evaluacién n

de los peligros subyacentes a las actividades de
las sectas, en general (Decisién Tribunal Ad-
ministrativo Federal 90, 112).

Problemas actuales

Fmalmente, en este punto, trataremos los pro-
blemas fundamentales de la jurisdiccién con-
tencioso-administrativa, en la actualidad.

La introduccién de una amplia proteccién ju-
ridica administrativa en los aiios posteriores a
1949, estuvo acompaiiada por la advertencia
relacionada con una posible posicién domi-
nante de la justicia, es decir, un “Estado [no
sélo de derecho, sino] de Jueces” y por la in-
namobilidad de la administracién. Atn cuan-
do esos temores no se llegaron a matenalizar,




sf se ha producido una situacién en la cual la
actividad judicial de control ha adquirido exce-
siva preponderancia y, por tanto, se ha hecho
problemética. Debido a que la realizacién de
practicamente cada una de las decisiones ad-
ministrativas de cierta importancia (planifica-
cién vial, permisos industriales, etc.) depende
de la resolucién del Tribunal Administrativo
ante el cual fue sometido el asunto, no sélo se
evita de esta manera la existencia de medidas
viciadas de ilegalidad, sino que también, a
menudo, esta via serviré de vehiculo para blo-
quear ilegalmente proyectos que cumplen con
las exigencias de la ley.

Ciertamente, esta situacién genera severos per-
Juicios a la colectividad. Basta pensar en el re-
traso en la construccién de una via interurbana
requerida con urgencia o de un tramo ferrovia-
rio; este retraso conduce, no en pocas ocasiones,
a la imposibilidad total de realizacign de éstas,
ya que, en el fnterin, por lo general, surgen
nuevas objeciones y, finalmente, un aumento de
los costos de tales proporciones, que hacen el
proyecto inviable. Si existe un trasfondo politico
en contra de la construccién de una carretera
o de un aeropuerto, la labor de la jurisdiccién
con.tenuoso-adminishativa no puede consistir en
posibilitar, bajo el manto de |a proteccién juridi-
c’a, la realizacién de intereses politicos de mino-
rias —en oposicién a lo que plantea la reciente
interpretacion de una junsdiccién contencioso-
administrativa emancipadora.

El Parlamento ha reaccionado diligentemente
ante estos casos, mediante |a promulgacién de
le.yes que regulaban directamente |5 planifica-
cién de importantes proyectos de vialidad, lo
que se encontraba en correspondencia con los
retos del reordenamiento de Alemania. Ya que
contra una ley est negado, en principio, el ac.

e#80.a ln v judicial, en estos casos exite una

reduccién de la proteccién juridica, lo que es
admitido sélo cuando razones de peso lo justi- |

fican (decision TCF 95, 1).

Una solucién general al problema planteado
consiste en declarar como juridica y matenal- |
mente irrelevantes errores del procedimiento ad- |
ministrativo, siempre que éstos no hayan incidido
en el contenido de fondo de las decisiones o ac- -
tuaciones (parag. 45, 47 Ley de Procedimientos -
Administrativos). Por otro lado, la legislacién |
reciente ha ampliado bastante este instrumento -
¥, en especial, también lo ha aplicado a decisio-
nes de planificacién (planificacién urbanfstica |
[Bauleitplanung]; planificacién vial [Strafen-
planung]) lo cual suscita dudas considerables |
con respecto al Estado de derecho, comoquiera
que tales decisiones son marcadas por un gran
margen de discrecionalidad, lo mas importan- ¢
te parece ser la observancia del procedimiento
formal, legalmente prescrito, para garantizar la
legalidad material de la decisién. Por lo demés

aqui —mas que de ordinario— es dificil diferenciar -
entre faltas mateniales y procedimentales. ‘

-

Otro problema que resulta de la amplia acti- -
vidad de control, radica en el tiempo de reso-
!ucién de los juicios. Asf pues, la proteccién
Juridica ya no es efectiva si no se garantizaenel ;
corto plazo. Sin embargo, dicha condicién no
es asegurada en la primera instancia, en la cual

los procedimientos se alargan en promedio por -
un afio y medio. Es por ello que a lo largo de

las diversas modificaciones del derecho proce-
sal administrativo se han incorporado una serie
f!e regulaciones con el propésito de desconges-
tionar los tribunales y acelerar los procesos. ;

Entre estas regulaciones se encuentran:

*  Racionalizacién del proceso a través de Ia

concentracién de la causa y preclusién de

*  Reduccién de las instancias, por una par-
te, mediante la atribucién de la competen-
cia en primera instancia al Tribunal Su-
perior Administrativo en caso de litigios
sobre proyectos de gran escala y, por la
otra, mediante la dependencia de todos los
recursos a una admision judicial.

* Adicionalmente, la ya mencionada intro-
duccién de una competencia del juez sin-
gular en los tribunales administrativos.

Los retrasos registrados en los procedimientos,
debido a demandas intentadas por un gran ni-
mero de personas en contra de determinados
proyectos de mayor orden —como el caso de la
reconstruccién del aeropuerto de Munich, en
contra del cual fueron intentadas mas de 5.700
demandas [Decisiéon TCF 54, 39] (los llama-
dos procesos colectivos)— fueron confrontados
a través de diversos medios procesales, entre
otros, a través del nombramiento de un repre-
sentante comdn para cada uno de los grupos
(CodCA, parag. 67a) o a través de la tramita-
cién de un proceso modelo.

Conclusién

Déndose cuenta del desarrollo y de la situacién
actual de la jurisdiccién contencioso-adminis-
trativa, sin duda, el equilibrio de Estado de
derecho aparece observado. La junisprudencia
contencioso-administrativa le garantiza al ciu-
dadano la proteccién efectiva de sus derechos
subjetivos al igual que la legalidad objetiva
de la actuacién administrativa. Sin embargo,
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no se ve puesto en peligro el cumplimiento
necesario de las funciones estatales, especial-
mente administrativas: retrasos causados por
el procedimiento judicial se presentan como
consecuencia inevitable de la realizacién del
derecho. Por ende, la jurisdiccién contencio-
sa administrativa no aparece como un cuerpo
extrafio, dentro del sistema constitucional de-
mocrético, sino que se demuestra mas bien un
sillar orgénico e irrenunciable del edificio de
un Estado constitucional.
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